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RESUMEN

Pretendemos analizar la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribu-
nal Supremo entre 2007 y 2022, sobre el ejercicio de los derechos fundamenta-
les de los profesores de religión católica en centros públicos y la consecuencia 
jurídica del despido nulo ante su vulneración. Consideramos que el modelo de 
enseñanza de la religión no encaja en un Estado laico, donde sería más ade-
cuado un modelo de enseñanza de la religión en la escuela y no por la escuela, 
limitándose la Administración pública, de acuerdo con el principio de coopera-
ción, a la mera cesión de los locales para impartir esa enseñanza en los colegios 
públicos. Planteamos la posibilidad futura de que la enseñanza religiosa confe-
sional se imparta en la catequesis fuera de la escuela.
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ABSTRACT

We intend to analyze the jurisprudence of the Constitutional Court and  the 
Supreme Court between 2007 and 2022, on the exercise of the fundamental 
rights of teachers of the Catholic religion in public centers and the legal conse-
quence of the null dismissal before its violation. We believe that the model of 
teaching religion does not fit into a secular State, where a model of teaching 
religion in the school and not by the school would be more appropriate, limiting 
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the public administration, in accordance with the principle of cooperation, to 
the mere transfer of the premises to impart this teaching in public schools. We 
raise the future possibility of denominational religious instruction being taught 
in catechesis outside the school.
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SUMARIO: 1. Introducción. 2. Encaje constitucional de la enseñanza religiosa en la es-
cuela pública. 3. Normativa sobre los profesores de religión en el derecho español. 4. La 
prevalencia de los derechos fundamentales en el ámbito laboral y el despido nulo de los 
profesores de religión católica como consecuencia de su ejercicio: jurisprudencia constitu-
cional y del Tribunal Supremo (2007-2022). 4.1. La preponderancia de los derechos funda-
mentales del ciudadano-profesor de religión: eficacia vertical y horizontal. 4.2. Resolucio-
nes del Tribunal Constitucional. 4.3. Resoluciones del Tribunal Supremo. 5. Conclusiones.

1. INTRODUCCIÓN

Es nuestro propósito realizar un estudio jurisprudencial 1, sobre cómo 
se ha sancionado con despidos en muchos casos nulos, el ejercicio de 
los derechos fundamentales de los profesores de religión en centros 
educativos públicos. No es nuestro objetivo hacer un estudio de 
Derecho laboral, sino analizar desde una perspectiva eclesiasticista y 
constitucional. Tratamos de ver si se respetan o no los derechos fun-
damentales de los profesores de religión, ante decisiones de la Igle-
sia católica de no renovación de la idoneidad del profesor; infunda-

1 Destacamos el estudio jurisprudencial realizado hasta 1997 de CubiLLAs reCio, L. m., 
Enseñanza confesional y cultura religiosa. Estudio jurisprudencial, Valladolid, Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Valladolid, 1997, 287 pp. Otros estudios posteriores: 
otAduy guerín, j., «Estatuto de los profesores de religión, la Jurisprudencia del Tribunal 
Supremo», en Actualidad canónica a los veinte años del código de derecho canónico y 
veinticinco de la Constitución: XXIII Jornadas de la Asociación Española de Canonistas. 
Madrid, 23 al 25 de abril de 2003, Antonio Pérez Ramos (ed.), pp. 315-362. rodríguez CHA-
Cón, r., «Los profesores de religión católica en la jurisprudencia», en Anuario de Derecho 
Eclesiástico del Estado, núm. 21, 2005, pp. 243-274. otAduy guerín, j., «La jurisprudencia 
española sobre profesores de religión», en La enseñanza de la religión en la escuela 
pública. Actas del VI Simposio Internacional Concordatario, Alcalá de Henares. 16-18 
de octubre de 2013, Comares, Granada, 2014, pp. 165-186. Disponible en: Jurispruden-
cia-espanola-profesores-religion.pdf (unav.edu)

https://dadun.unav.edu/bitstream/10171/36823/4/Jurisprudencia-espanola-profesores-religion.pdf
https://dadun.unav.edu/bitstream/10171/36823/4/Jurisprudencia-espanola-profesores-religion.pdf
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das o basadas en criterios exclusivamente religiosos que han 
conllevado despidos de profesores por la Administración pública, por 
lesionar el ejercicio de los derechos fundamentales del ciudada-
no-profesor de religión. El periodo de tiempo elegido para este estu-
dio parte de 2007, un año después de la aprobación de la LO 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación, sobre los profesores de religión y año 
de aprobación del RD 696/2007 de 1 de junio que regula la relación 
laboral de los profesores de religión que no siendo funcionarios do-
centes imparten la enseñanza de las religiones en centros educativos 
públicos y termina en la actualidad de 2022. Las resoluciones que va-
mos a analizar son las del Tribunal Constitucional (TC) y del Tribunal 
Supremo (TS). Nuestro objetivo es analizar el estado de la cuestión de 
estos profesores, cuando el despido es declarado nulo 2 por lesión de 
los derechos fundamentales 3 de aquellos, así como, señalar los casos 
favorables a la Administración pública y las razones que llevan a los 
tribunales a fallar en contra del profesor de religión.

2.  ENCAJE CONSTITUCIONAL DE LA ENSEÑANZA RELIGIOSA 
EN LA ESCUELA PÚBLICA

Antes de realizar el estudio señalado, entendemos necesario aludir 
previamente a cuál es la situación de la enseñanza de la religión 4 en los 
centros educativos públicos. Precisando que la configuración de esa 
enseñanza se concibe como la transmisión, no solo de valores, sino de 
dogmas y exigencia de adhesión a los mismos y, no solo a la transmi-
sión de conocimientos sobre las religiones. Un caso distinto del ante-

2 Vid. áLVArez ALonso, d., «Derechos fundamentales de la persona y obligaciones 
contractuales del trabajador». Director: Joaquín García Murcia. Universidad de Oviedo, 
Departamento de Derecho privado y de la empresa, Oviedo, 2011, pp. 571-582. Dispo-
nible en: «capítulo primero: derechos fundamentales y trabajo asalariado en la empresa: 
¿realidades incompatibles» (educacion.gob.es)

3 Vid. VALdés dAL-ré, F., «Tendencias del derecho comparado hacia el reconoci-
miento de la obligatoriedad general de los derechos fundamentales en las relaciones 
laborales (1)», en Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de 
Madrid, núm. 21, 2017, pp. 177-194. VALdés dAL-ré, F., «La eficacia general de los dere-
chos fundamentales en las relaciones laborales: experiencias de derecho comparado», 
en Derecho de las relaciones laborales, núm. 3, 2017, pp. 201-209.

4 Vid. LLAmAzAres Fernández, d., Derecho de la libertad de conciencia II. Conciencia, 
identidad personal y solidaridad, cuarta edición, Cizur Menor Navarra, Thomson Reuters, 
2011, pp. 155-180. suárez PertierrA, g., «La enseñanza de la religión en el sistema edu-
cativo español», en Laicidad y libertades: escritos jurídicos, núm. 4, 2004, pp. 225-247.

https://www.educacion.gob.es/teseo/imprimirFicheroTesis.do?idFichero=2o2ugPBc710%3D
https://www.educacion.gob.es/teseo/imprimirFicheroTesis.do?idFichero=2o2ugPBc710%3D
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rior es la enseñanza del Derecho canónico en los planes de estudio de 
la entonces licenciatura de Derecho (actualmente Grado). El mismo ha 
sido avalado por el ATC 359/1985, de 29 de mayo en su FJ 3, con la 
peculiaridad en este caso de que, esa materia canónica debe ser cono-
cida por el jurista, puesto que en aplicación de las técnicas de relación 
entre ordenamientos es posible que, el Derecho canónico pueda llegar 
a adquirir en ocasiones y en las condiciones de ajuste al Derecho del 
Estado, eficacia civil en el ordenamiento jurídico español.

Cuestión diferente a la que pretende la enseñanza religiosa confesional 
en un centro educativo público que, viene a ser una catequesis en las 
aulas del centro escolar y además integrada en el sistema educativo. La 
presencia de la enseñanza religiosa en la escuela pública no plantea 
tanto una discusión jurídica, porque se imparta en la escuela, puesto 
que la CE lo avala; sino por el hecho de que se imparta por la escuela. 
Es decir que, en un Estado laico –neutralidad y separación entre el Es-
tado y las Iglesias–, la enseñanza confesional para educar en una fe 
concreta, con la transmisión de sus dogmas y la exigencia de adhesión 
a los mismos, sea realizada por un operador de la Administración públi-
ca como es un centro escolar 5. El aval de la impartición en la escuela se 
encuentra en dos preceptos constitucionales (art. 16.3 y 27.3 CE) y, en 
la lectura conjunta de la DA 2.ª y 3.ª de la LOE de 3 de mayo de 2006. 
De no ser así, siempre estaría habilitada la posibilidad de la catequesis 
en el puro ámbito confesional, cuestión que actualmente coexiste con 
la enseñanza en la escuela. Pero su impartición por la escuela, no pue-
de ser exigencia constitucional, ya que colisiona con el principio de 
laicidad 6 –neutralidad y separación–. Luego el problema jurídico se 
centra en el Acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales entre el Es-
tado español y la Santa Sede de 1979 (AAEC). Acuerdo que está elabo-
rado antes de la CE, no solo en el tiempo, sino en su espíritu y que, 
formalmente se presentó posterior en el tiempo a la propia Constitu-
ción. Esto le da apariencia de constitucionalidad al ser norma posterior, 
pero a la vez, muestra bastantes aspectos de dudosa constitucionali-
dad. Aunque es cierto que el TC, como veremos, se ha pronunciado al 
respecto, no ha entrado de lleno sobre aspectos que entendemos in-

5 Sobre la enseñanza en la escuela y por la escuela, vid. LLAmAzAres Fernández, d., 
Derecho de la libertad de conciencia II. Conciencia, (…), op. cit., p. 180.

6 Vid. CeLAdor Angón, o., «Laicidad y estatuto jurídico de los profesores de religión 
en la escuela pública: lecciones del modelo estadounidense», en Laicidad y libertades: 
escritos jurídicos, núm. 12, 1, 2012, pp. 107-142.
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constitucionales. Dicho esto, naturalmente podemos intuir que, el régi-
men jurídico de quienes van a impartir esa materia, va a presentar múl-
tiples situaciones conflictivas. Dado que la legislación opta porque la 
religión se imparta por la escuela, ello ha derivado en un régimen jurí-
dico de los profesores de religión muy diferente del que hubiera resul-
tado de impartirse la religión en la escuela; pero por la propia confe-
sión religiosa, que tendría que ser el empleador, con lo cual la 
Administración pública se limitaría a permitir que, en las aulas de sus 
centros públicos, las Confesiones pudiesen transmitir la enseñanza de 
la religión confesional. Lo harían a través de la contratación de profeso-
res de religión que impartirían esa enseñanza a los alumnos que, en el 
ejercicio de su libertad de conciencia (art. 16.1 CE) y, en virtud del de-
recho de padres y alumnos a elegir el tipo de educación que deseen 
(art. 27.3 CE) 7. Los alumnos que no deseen recibir esa doctrina confe-
sional, tal como ocurre actualmente, no tendrían que cursar ninguna 
materia. Así, se evitarían los vaivenes a los que hemos asistido en estas 
últimas décadas, empeñándose el legislador en presentar alternativas 
a la enseñanza religiosa confesional que, es una opción de conciencia 
por quienes la quieren; lo que bajo ningún concepto debe obligar, a los 
que no la quieren en conciencia a tener que optar por otra materia. De 
manera que entendemos posible otro modelo, diferente al actual que, 
presente encaje constitucional y en el que se respete a la vez, el dere-
cho de padres e hijos a la libertad de conciencia y el principio de laici-
dad que obliga a los poderes públicos.

3.  NORMATIVA SOBRE LOS PROFESORES DE RELIGIÓN 
EN EL DERECHO ESPAÑOL

La normativa vigente en Derecho español, respecto a los profesores de 
religión 8, se encuentra en la normativa del Estado español y en lo esta-
blecido en el AAEC incorporado como ley ordinaria al ordenamiento 
español. Las normas estatales son: 1) La Disposición Adicional 3.ª de 

7 Vid. CubiLLAs reCio, L. M., «La enseñanza de la religión en el sistema español y su fun-
damentación en el derecho de los padres sobre la formación de sus hijos», en Laicidad y 
libertades: escritos jurídicos, núm. 2, 2002, pp. 157-219.

8 Se han publicado otros trabajos al respecto. CombALíA soLís, z., La contratación del 
profesorado de religión en la escuela pública, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, p. 175. 
CAPArrós soLer, m. C., «La relación laboral de los profesores de religión en centros públi-
cos», Derecho y Religión, núm. 11, 2016, pp. 287-310.
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la LO 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOE), sobre los profesores 
de religión 9. Como señala Llamazares 10, dicha Disposición incorpora 
modificaciones importantes respecto de la LOCE 11, como son: a) Rige 
el Estatuto de los Trabajadores en la contratación de los profesores de 
religión. b) El acceso al destino se hará sobre la base de los criterios 
objetivos, de igualdad, mérito y capacidad. c) Los nombramientos que, 
el acuerdo establece para cada año escolar, pasan a ser de renovación 
automática y se exige expresamente que la hipotética remoción se 
ajuste a Derecho. 2) El RD 696/2007 de 1 de junio 12, sobre la relación 
laboral de los profesores de religión prevista en la DA 3.ª de la LO 2/2006, 
de 3 de mayo (LOE) que, regula la relación laboral de los profesores de 
religión que no siendo funcionarios docentes imparten la enseñanza de 
las religiones en centros públicos prevista en la disposición adicional 
tercera de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo (LOE) (art. 1 del citado 
RD). En el RD 696/2007, de 1 de junio, la contratación laboral de los 
profesores de religión se regirá por las siguientes normas: a) El Estatuto 
de los Trabajadores –Texto refundido aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo–. b) La Disposición Adicional 3.ª de 
la LOE. El RD 696/2007 de 1 de junio y sus normas de desarrollo. c) Y, 
por el AAEC, así como por los Acuerdos de Cooperación con otras 
confesiones que tienen un arraigo evidente y notorio en la sociedad 
española (art. 2). 3) El Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octu-
bre 13, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 

9 Vid. Disposición Adicional 3.ª de la LO 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, sobre 
los profesores de religión. Disponible en: Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Edu-
cación. (boe.es)

10 LLAmAzAres Fernández, d. Derecho de la libertad de conciencia II. Conciencia, (…), 
Op. cit., p. 174.

11 LO 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación (Disposición dero-
gada). Disponible en: BOE-A-2002-25037 Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de 
Calidad de la Educación.

12 Real Decreto 696/2007, de 1 de junio. Disponible en: BOE-A-2007-11450 Real Decreto 
696/2007, de 1 de junio, por el que se regula la relación laboral de los profesores de religión 
prevista en la disposición adicional tercera de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Edu-
cación. El RD 696/2007, de 1 de junio, de desarrollo de la citada ley señala que la finalización 
del contrato habrá de hacerse por escrito, tipificando la contratación de los profesores de 
religión «por tiempo indefinido», exigiendo que una de las causas de extinción como es la re-
vocación por las autoridades eclesiásticas de la acreditación o de la idoneidad, ha de ser ajus-
tada a Derecho. Los requisitos exigibles se encuentran en los artículos 3, 4 y 7 del citado RD.

13 Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. Disponible en: BOE-A-2015-11430 
Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

https://www.boe.es/buscar/pdf/2006/BOE-A-2006-7899-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2006/BOE-A-2006-7899-consolidado.pdf
https://boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2002-25037
https://boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2002-25037
https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2007-11450
https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2007-11450
https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2007-11450
https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2007-11450
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-11430
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-11430
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-11430
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de los Trabajadores, en su Disposición derogatoria única, en su aparta-
do 1 deroga el RD legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se 
aprobó el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores 
que, pasa a ser regulado por el citado texto de 2015. El Estatuto de los 
Trabajadores pasa a regular las relaciones laborales de los profesores 
de religión, desde la DA 3.ª de la LOE. 4) La LO 3/2020 de 29 de diciem-
bre 14 –modifica la LOE– y dedica la DA 2.ª a la enseñanza de la religión, 
y la DA 3.ª al profesorado de religión. 5) El AAEC entre el Estado espa-
ñol y la Santa Sede, cuya lectura debe realizarse desde la CE y desde el 
bloque de constitucionalidad –las Leyes Orgánicas señaladas supra, 
resulta complicada ya que su redacción no se inspira en la CE. Los 
artículos II y III regulan la materia 15. En el artículo II se incluye la ense-
ñanza religiosa en los planes educativos de los niveles de enseñanza no 
universitarios, en todos los centros educativos y en condiciones equi-
parables a las demás disciplinas fundamentales. Se garantiza la libertad 
de conciencia de no recibir esa enseñanza y la no discriminación por no 
cursarla. Se permite que la jerarquía eclesiástica establezca otras activi-
dades complementarias de formación y asistencia religiosa, en las con-
diciones convenidas con las autoridades académicas. Y en el artículo III 
se determina que impartirán la enseñanza religiosa las personas que 
para cada año escolar designe la autoridad académica, entre los pro-
puestos por el Ordinario diocesano. Marca la preferencia de los profe-
sores de EGB que deseen impartirla, sin obligar a nadie a hacerlo e 
integrando a los profesores de religión dentro de los Claustros de Pro-
fesores a todos los efectos. No podemos compartir la afirmación de 
Otaduy 16 que, compara la situación de la eficacia civil del matrimonio 
canónico con la de la enseñanza religiosa, ya que entendemos lo hace 
con una interpretación incompatible con el principio de laicidad 
(art. 16.3 CE) y, obviando los límites a la autonomía interna de las Con-
fesiones religiosas. Primero, en el caso del matrimonio canónico, solo 
se atribuye eficacia civil a las normas sobre la forma de celebración del 

14 Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgáni-
ca 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. Disponible en: BOE-A-2020-17264

15 Instrumento de Ratificación del Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede 
sobre Enseñanza y Asuntos culturales, firmado en la Ciudad del Vaticano el 3 de enero de 
1979. Disponible en: BOE-A-1979-29491 Instrumento de Ratificación del Acuerdo entre 
el Estado español y la Santa Sede sobre Enseñanza y Asuntos Culturales, firmado en la 
Ciudad del Vaticano el 3 de enero de 1979.

16 otAduy guerín, j., «Idoneidad de los profesores de religión católica y su desarrollo 
jurisprudencial en España», en Estudios Eclesiásticos, vol. 88, núm. 347, 2013, pp. 851-852.

https://www.boe.es/eli/es/lo/2020/12/29/3/con
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1979-29491
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1979-29491
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1979-29491
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matrimonio, nada más. Segundo, en el caso de los profesores de reli-
gión, el artículo III del AAEC, se limita a que sean propuestos por el 
Ordinario diocesano, para poder ser designados por la autoridad aca-
démica, salvaguardando la competencia del Estado para el control ju-
risdiccional, como señalan, la STC 38/2007 y la STC 80/2007 17.

4.  LA PREVALENCIA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
EN EL ÁMBITO LABORAL Y EL DESPIDO NULO 
DE LOS PROFESORES DE RELIGIÓN CATÓLICA 
COMO CONSECUENCIA DE SU EJERCICIO: JURISPRUDENCIA 
CONSTITUCIONAL Y DEL TRIBUNAL SUPREMO (2007-2022)

Las resoluciones de los tribunales sobre el despido de los profesores 
de religión son numerosas en este periodo. Centraremos nuestro estu-
dio, en las resoluciones del TC y del TS, en las que el despido guarda 
conexión con el ejercicio de derechos fundamentales. Respecto a las 
del TC realizaremos el análisis, siguiendo el orden cronológico para ver 
la evolución y; respecto a las del TS, el análisis lo haremos atendiendo 
al reconocimiento o no de cada uno de los derechos fundamentales 
del profesor. Analizaremos los casos jurisprudenciales de los profeso-
res de religión católica, en los que, como consecuencia del ejercicio de 
sus derechos fundamentales, los resultados derivados del mismo pue-
dan no coincidir con la ortodoxia de la doctrina católica. Y lo haremos 
en casos de libertad de contraer matrimonio, libertad sindical, derecho 
de huelga, derecho de libertad religiosa, derecho de libertad de expre-
sión, etc.

4.1 La preponderancia de los derechos fundamentales del 
ciudadano-profesor de religión: eficacia vertical y horizontal

La eficacia vertical –poder público-ciudadanos– de los derechos funda-
mentales ha sido consagrada en los sistemas constitucionales y, desde 

17 STC 38/2007, de 15 de febrero, en el apartado 7 de los Antecedentes de Hecho 
dice que: «(…) Las normas examinadas no impiden, por tanto, el control jurisdiccional 
del Estado, aunque exigen buscar un punto de equilibrio y concordancia práctica entre 
la libertad religiosa, el principio de neutralidad y la tutela judicial efectiva (…)» y, en el 
mismo sentido la STC 80/2007 de 19 de abril, en el apartado 6 de los Antecedentes de 
Hecho.
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hace unos años se ha extendido a la dimensión horizontal –entre ciuda-
danos– 18. La primera, indiscutida, supone la prevalencia de los derechos 
fundamentales del ciudadano frente a la Administración pública. En el 
caso de que, medie una relación laboral entre trabajador y poder públi-
co, debemos tener en cuenta que ese trabajador es también ciudadano. 
Aunque es cierto que hay una modulación mayor de los derechos funda-
mentales en el ejercicio laboral –ciudadano y trabajador– que fuera del 
mismo con la sola condición de ciudadano. En el caso de los profesores 
de religión en centros públicos, la relación laboral es entre profesor y 
Administración pública, luego esa preponderancia de los derechos fun-
damentales en su vertiente vertical cobra todo su sentido. La presencia 
de un tercero –Iglesia católica–, no cambia la relación laboral que, es 
entre profesor y Administración pública, pero la perturba, porque no en-
caja bien en un modelo de Estado laico que, un tercero pueda por moti-
vos religiosos, condicionar una contratación por el poder público. La ra-
zón de tal posibilidad está en el AAEC que la integra en el sistema 
educativo –enseñanza por la escuela– y; no en la CE (art. 27) que, enten-
demos posibilita una enseñanza religiosa en la escuela, pero pudiendo 
no estar integrada en el sistema educativo. Es decir, el papel del Estado 
sería cooperar (arts. 9.2 y 16 CE) cediendo las aulas públicas. Luego, la 
presencia de la enseñanza religiosa impartida por la escuela está en los 
artículos II y III del AAEC que, entendemos deben ser modificados; pero 
mientras tanto, confiamos en que en algún momento se pronuncie el 
TC sobre su más que discutida constitucionalidad. Entendemos que pre-
valecen los derechos fundamentales, sobre una negativa de la Iglesia 
católica por motivos religiosos, a que la Administración pública contrate 
a esos profesores, como veremos en las resoluciones del TS. Es impor-
tante dejar constancia de que, la presencia del tercero –Iglesia católica–, 
no supone que la relación laboral del profesor sea con una empresa de 
tendencia, ya que el empresario es la Administración pública. Ese terce-
ro pretende, siendo el empresario el poder público, aplicar criterios de 
empresa de tendencia, lo que no es coherente. Invoca el AAEC, pero la 
Iglesia católica no es el empresario; por lo que estamos ante la eficacia 
vertical de los derechos fundamentales que, no pueden ceder en caso 
de despido, ni por una ausencia de motivación, ni por una motivación 
basada en criterios religiosos. Entendemos que una solución ex constitu-

18 Vid. biLbAo ubiLLos, j. m.ª, La eficacia de los derechos fundamentales frente a parti-
culares: análisis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, Madrid, Centro de Estu-
dios políticos y constitucionales, 1997, 960 pp.
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tione (art. 27.3 CE), prescindiendo del AAEC, por denuncia o modifica-
ción del mismo, sería que la enseñanza religiosa en la escuela, constase 
de dos partes en esa relación laboral; el empresario de tendencia –Igle-
sia católica– y el profesor de religión contratado por dicha confesión re-
ligiosa, que impartiría esa materia en la escuela pero fuera del sistema 
educativo y en horario no escolar. Con ello queda a salvo el derecho de 
padres y alumnos a elegir el tipo de educación 19 junto con la laicidad del 
Estado, pues esa acción sería tan solo consecuencia del principio de 
cooperación. La Administración pública solo juega el papel de cooperar 
cediendo los locales. En ese escenario, sí estaríamos ante la eficacia ho-
rizontal de los derechos fundamentales, lo que defendemos. Escenario 
en el que tradicionalmente la doctrina laboralista ha realizado distincio-
nes entre los diferentes derechos fundamentales 20. Distinguiendo, por 
un lado, entre algunos de los derechos fundamentales de eficacia hori-
zontal que tienen contenido específicamente laboral –el derecho de li-
bertad sindical (art. 28 CE) y el derecho de huelga (art. 28 CE)–, de otros 
derechos fundamentales que, denomina «derechos fundamentales ines-
pecíficos» 21. Estos derechos no son propiamente laborales, sino que los 
ostenta el trabajador por el hecho de ser ciudadano. Otra posible solu-
ción sería que la enseñanza religiosa quedase en manos exclusivamente 
confesionales. Sería una catequesis fuera de la escuela, para lo que ha-
bría que modificar tanto el AAEC como el artículo 27.3 CE.

4.2 Resoluciones del Tribunal Constitucional 22

En las sentencias del TC (STC 38/2007, de 15 de febrero 23 y, STC 80/2007, 
de 19 de febrero) se declaró que el sistema de selección y contratación 

19 Vid. CubiLLAs reCio, L. m., «La enseñanza de la religión en el sistema español (…)», 
op. cit., pp. 157-219.

20 Vid. rodríguez CresPo, m. j., «La necesaria observancia de los derechos fundamen-
tales en las relaciones laborales como límite inexcusable del poder de dirección empre-
sarial», en IUSLabor, núm. 2, 2018, pp. 173-185.

21 Vid. monereo Pérez, j. L., ViLA tierno, F., áLVArez Cortés, j. C., y LóPez insuA, b. deL M., De-
rechos laborales fundamentales inespecíficos. Albolote (Granada). Comares, 2020, p. 683.

22 Vid. sobre resoluciones del TC anteriores a 2001, sAnguineti rAymond, W., «Derechos 
fundamentales y contrato de trabajo en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español, 
en Foro Jurídico, núm. 2, 2003, pp. 221-229. Disponible en: Vista de Derechos Fundamentales 
y contrato de trabajo en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Español (pucp.edu.pe).

23 Destacamos entre los comentarios sobre dicha sentencia: LLAmAzAres Fernández, d., 
«Contratación laboral de los profesores de religión católica por la Administración Pública 
(Comentario a la STC 38/2007 de febrero)», en Revista española de derecho constitucio-

https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/forojuridico/article/view/18307/18553
https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/forojuridico/article/view/18307/18553
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de estos profesores –establecido en el AAEC– no es contrario por sí 
mismo a la Constitución, en base al principio de igualdad, la prohibi-
ción de la discriminación, la libertad religiosa, la libertad de expresión 
y el derecho de huelga. No obstante, eso no impide el control jurisdic-
cional de las decisiones que puedan adoptarse en la aplicación de ta-
les normas; ni que los órganos jurisdiccionales deban conciliar en ese 
control; ni la libertad de las confesiones religiosas a la hora de estable-
cer los contenidos de las enseñanzas de ese carácter, con la protección 
de los derechos fundamentales y laborales de los profesores 24. En 2007, 
el TC ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre varias cuestiones 
de inconstitucionalidad que, planteaban dudas 25 sobre la constitucio-
nalidad 26 del sistema de contratación de los profesores de religión y, 
que dieron lugar a varias sentencias: STC 38/2007 de 15 de febrero y el 
resto de 19 de abril de 2007 –SSTC 80/2007, 81/2007, 82/2007, 83/2007, 
84/2007, 85/2007, 86/2007, 87/2007 y 88/2007, 89/2007 y 90/2007–.

nal, Año 27, núm. 80, 2007, p. 277. Otros comentarios: brAge CAmAzAno, j., «La no reno-
vación de contrato a los profesores de religión en las escuelas públicas por falta de ido-
neidad canónica (autonomía de las Iglesias y aconfesionalidad del Estado vs. Derechos 
fundamentales de trabajador). Comentarios a las SSTC 38/2007 y 128/2007», en Teoría 
y realidad constitucional, núm. 20, 2007, pp. 633-655. Disponible en: La no renovación 
de contrato a los profesores de religión en las escuelas públicas por falta de idoneidad 
canónica: autonomía de las Iglesias y aconfesionalidad del Estado vs. derechos funda-
mentales del trabajador: comentario a las SSTC 38/2007 y 128/2007) | Teoría y Realidad 
Constitucional (uned.es). Fernández márQuez, o., «La designación del profesorado de 
religión y moral católica en centros públicos de enseñanza. Estado de la cuestión tras 
la STC 38/2007, de febrero», en Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 84, 
2008, pp. 285-335. Disponible en: Revista española de derecho constitucional. 2008, Año 
núm. 28, núm. 84-Dialnet (unirioja.es).

24 igLesiAs CAbero, m., «Profesores de religión. Derecho de indemnidad (1)», en Actua-
lidad Laboral, núm. 16, Sección Sentencias Ejemplares, Ref. 570, 2009, p. 1903, tomo 2, 
Editorial Wolters Kluwer. La Ley 13821/2009. Disponible en: laleydigital-Documento (la-
leynext.es).

25 Vid. Ferreiro gALguerA, j., «Sistema de elección del profesorado de religión católica 
en la escuela pública: dudas de constitucionalidad sobre sus cimientos normativos (STC 
38/2007)», en Revista General de Derecho Canónico y de Derecho Eclesiástico del Estado, 
núm. 14, 2007, Disponible en: Buscador de artículos de las Revistas de Derecho (iustel.com).

26 Vid. gonzáLez ALonso, A., «A propósito del control de la constitucionalidad de la 
designación por parte de la Iglesia de los profesores de religión en la escuela pública: 
dos oportunidades perdidas», en Revista General de Derecho constitucional, núm. 6, 
2008. Disponible en: Revista General de Derecho Constitucional-Sumario núm. 6 noviem-
bre 2008 (iustel.com).

http://revistas.uned.es/index.php/TRC/article/view/6775
http://revistas.uned.es/index.php/TRC/article/view/6775
http://revistas.uned.es/index.php/TRC/article/view/6775
http://revistas.uned.es/index.php/TRC/article/view/6775
http://revistas.uned.es/index.php/TRC/article/view/6775
https://dialnet.unirioja.es/ejemplar/205173
https://dialnet.unirioja.es/ejemplar/205173
https://laleydigital.laleynext.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2PTU_DMAyGfw2-TEIpH-045EDXM0KjcPca00WEpEucrv33OFRIWHpk-UPva18yxbWnhfUUwyelECntDO0iOTva4CGtPvj1W_cxEzCekq6UummGQiXcCw9CLeyFp9JXgANndF0YdFWVws7U40nXEKKh2K5aAQdGd6SkH1UD6RyuLzjbEVlcW4yboTVGd72SqO6aet_ATDHJgv6wI3kmSIRxOL_iSLrN6ZLJ4C2maQHnv8T97Xe8ac2Wrtp6Q8sBo3n2prwNNr17W1TR_V_edNvMLGYn9tsMBie5Q6YDOvLm70ycJrceg5NnSv0DpaKCfVUBAAA=WKE
https://laleydigital.laleynext.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2PTU_DMAyGfw2-TEIpH-045EDXM0KjcPca00WEpEucrv33OFRIWHpk-UPva18yxbWnhfUUwyelECntDO0iOTva4CGtPvj1W_cxEzCekq6UummGQiXcCw9CLeyFp9JXgANndF0YdFWVws7U40nXEKKh2K5aAQdGd6SkH1UD6RyuLzjbEVlcW4yboTVGd72SqO6aet_ATDHJgv6wI3kmSIRxOL_iSLrN6ZLJ4C2maQHnv8T97Xe8ac2Wrtp6Q8sBo3n2prwNNr17W1TR_V_edNvMLGYn9tsMBie5Q6YDOvLm70ycJrceg5NnSv0DpaKCfVUBAAA=WKE
https://www.iustel.com/v2/revistas/buscador.asp?inicio=0%26z=2%26id=2%26autor=ferreiro%26titulo=%26idfrm=2%26numero=%26fdm=%26fda=%26fhm=%26fha=%26resumen=%26meta=%26texto=%26ref_iustel=%26buscar=Buscar%26popup=
https://www.iustel.com/v2/revistas/detalle_revista.asp?id=3%26numero=6
https://www.iustel.com/v2/revistas/detalle_revista.asp?id=3%26numero=6
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La STC 38/2007, de 15 de febrero de 2007, inadmite la cuestión de 
inconstitucionalidad respecto de los párrafos tercero y cuarto del 
artículo III, el artículo VI y el artículo VII del AAEC, así como respecto del 
párrafo primero de la DA 2.ª de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octu-
bre, de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE), en la re-
dacción dada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fis-
cales, Administrativas y del Orden Social. El TC se plantea: «(…) la 
posible infracción de derechos fundamentales en un procedimiento de 
selección de profesores de religión (…)» (FJ 2, párrafo 1). Se discute «la 
constitucionalidad de la contratación de estos profesores por la Admi-
nistración Pública, pero no en abstracto, sino la contratación para el 
ejercicio de competencias públicas al servicio de un fin religioso como 
consecuencia de la inserción de la enseñanza de la religión católica en 
el sistema educativo público» 27. Se discute que se haya acudido a con-
tratos de naturaleza laboral para que la Iglesia católica enseñe su doc-
trina, así como que los trabajadores sean contratados por la Adminis-
tración pública a través de empleos públicos.

El caso que resuelve la STC 38/2007, de 15 de febrero, se refiere a una 
profesora de religión católica casada y separada que, lleva impartiendo 
dicha materia diez años y que ve denegada la declaración eclesiástica 
de idoneidad (DEI) por mantener una relación con un hombre. Esa situa-
ción lleva al pronunciamiento por ATSJ Canarias de 8 de julio de 2002 
que promueve recurso de inconstitucionalidad contra los artículos III, VI 
y VII del AEAC y la disposición adicional 2.ª de la LOGSE. Hay que dis-
tinguir la situación de los profesores de religión de centros educativos 
públicos que, son contratados por la Administración pública –emplea-
dor–, de la de los trabajadores de una empresa de tendencia en los que 
el empresario es un particular que tiene una empresa con contenido 
ideológico y/o religioso. Ya que como ha dicho el TC en la STC 38/2007, 
de 15 de febrero en su FJ 10  28, no estamos ante una relación de un pro-

27 LLAmAzAres Fernández, d., «Contratación laboral de los profesores de religión cató-
lica (…)», op. cit., p. 268.

28 Vid. STC 38/2007, de 15 de febrero, FJ 10, cuando dice: «(…) resulta preciso cons-
tatar que las interrelaciones existentes entre los profesores de religión y la Iglesia no son 
estrictamente las propias de una empresa de tendencia, tal y como han sido analizadas 
en diversas ocasiones por este Tribunal, sino que configuran una categoría específica y 
singular, que presenta algunas similitudes, pero también diferencias respecto de aquélla. 
La doctrina referente a las empresas de tendencia despliega toda su virtualidad en el 
ámbito de las relaciones laborales privadas y, por lo que hace en particular a la ense-

http://file://nasm2/winvol/Docs/yvf1/Downloads/2023-0642/Originales/javascript:Redirection('LE0000011889_Vigente.HTML')
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fesor con una empresa de tendencia. Añadimos nosotros que, en ambos 
casos, hay que respetar el ejercicio de los derechos fundamentales de 
los trabajadores y estar atentos a los límites a la autonomía interna de 
las confesiones religiosas 29. Si hablamos de un centro escolar privado o 
concertado con ideario, el profesor debe respetarlo, pero no tiene por 
qué compartirlo. Al profesor de religión, la Iglesia católica le exige un 
plus, no basta con el mero respeto, se exige, junto con la aptitud profe-
sional, una adherencia a las creencias que imparte, lo que tiene un lími-
te infranqueable en el ejercicio de derechos fundamentales por los pro-
fesores de religión. Entendemos que no tiene por qué actuar en su vida 
privada de un modo acorde a las mismas. Cualquier otra interpretación 
la entendemos contraria a la CE y, con toda probabilidad, dificultaría 
mucho contar con profesores de religión, incluso entre los miembros de 
la propia confesión religiosa. En definitiva, entendemos que a la Iglesia 
católica lo que más le preocupa es que la vida privada del profesor sea 
conocida públicamente, más allá de cómo viva en su intimidad, algo 
que es muy difícil de conocer en todos los casos de profesores de reli-
gión, incluso entre miembros de la propia Iglesia.

Y es que la pretensión canónica de que el Estado laico asuma la missio 
canonica 30 con las consecuencias jurídicas que la otorga el ordena-

ñanza, permite la modulación de los derechos del profesorado en consonancia con el 
ideario educativo de los centros privados (STC 47/1985, de 27 de marzo), cuya libertad 
de creación comporta la posibilidad de dotarlos de un carácter u orientación propios 
(STC 5/1981, de 13 de febrero, FJ 8) como instrumento que son al servicio de las liberta-
des individuales y colectivas garantizadas por los artículos 16 y 27 CE (…)».

29 Vid. LLAmAzAres Fernández, d., «Autonomía de las confesiones religiosas», en Los lími-
tes a la autonomía de las confesiones religiosas, M.ª A. Castro Jover (dir.), Cizur Menor (Na-
varra), 2019, pp. 19-42. Vid. LeturiA nAVAroA, A. (2019), «Límites a la autonomía interna de las 
confesiones religiosas en las relaciones laborales de tendencia con personal laico», en Los 
límites a la autonomía de las confesiones religiosas, M.ª A. Castro Jover (dir.), pp. 111-156. 
Otros autores que han tratado la cuestión: briones mArtínez, i., «Profesores de religión ca-
tólica según el acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales: el derecho a la intimidad y la 
autonomía de las confesiones, dos derechos en conflicto», en Aranzadi Social (Estudios doc-
trinales), núm. 5, 2004, pp. 749-788. moreno boteLLA, g., «Autonomía de la Iglesia, profeso-
rado de religión y constitucionalidad del Acuerdo sobre enseñanza de 3 de enero de 1979. 
A propósito de la STC 38/2007 de 15 de febrero, en Revista General de Derecho Canónico y 
Derecho Eclesiástico del Estado, núm. 14, 2007, Disponible en: Revista General de Derecho 
Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado-Sumario núm. 14 mayo 2007 (iustel.com)

30 Vid. otAduy guerin, j., «La idoneidad (…)», Op. cit., p. 856. La propia doctrina ca-
nonista discute, dentro del ámbito canónico, si es o no un supuesto de missio canonica. 
A juicio de Otaduy, «(…) el encargo docente del profesor de religión no constituye una 

http://file://nasm2/winvol/Docs/yvf1/Downloads/2023-0642/Originales/javascript:Redirection('JU0000315782_Vigente.HTML')
http://file://nasm2/winvol/Docs/yvf1/Downloads/2023-0642/Originales/javascript:Redirection('JU0000819737_Vigente.HTML')
https://www.iustel.com/v2/revistas/detalle_revista.asp?id=2%26numero=14
https://www.iustel.com/v2/revistas/detalle_revista.asp?id=2%26numero=14
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miento canónico, supone exigir por parte de la Iglesia católica que, el 
ordenamiento del Estado laico, renuncie a la laicidad del Estado y, apli-
que técnicas de relación entre ordenamientos primario y secundario –
como el reconocimiento de efectos y la remisión formal, propias de un 
Estado confesional católico– que, no son propias de un Estado laico, 
cuyas técnicas para la relación entre dichos ordenamientos son el pre-
supuesto y la remisión material 31. Es decir, la Iglesia católica y parte de 
la doctrina, estarían pretendiendo que el Estado otorgase una eficacia 
civil a los cánones 804 y 805 del Código de Derecho canónico de 1983 
(CIC), algo que no señala el AAEC y de haberlo hecho sería inconstitu-
cional. El CIC regula la materia en los cann.804 y 805 32. La Conferencia 
episcopal española introdujo en 2007 algunas modificaciones en el De-
recho canónico particular de la Iglesia española. Se pasó a distinguir 
entre la Declaración Eclesiástica de Competencia Académica (DECA) y 
la Declaración Eclesiástica de Idoneidad (DEI) 33.

La STC 38/2007 en su FJ 5 se refiere a la competencia de las confesio-
nes sobre el juicio de idoneidad del profesor 34. La resolución excluye, 
de la cuestión de inconstitucionalidad que plantea, «la inserción de la 
religión y moral católica en el itinerario educativo de la enseñanza re-
glada» y, se centra en dos temas: la naturaleza laboral de los contratos 
de los profesores de religión y que el empleador es la Administración 

verdadera «missio canonica (…). Disponible en: 10_JorgeOTADUY.qxd: Maqueta buení-
sima.qxd (unav.edu).

31 Vid. LLAmAzAres Fernández, d., Derecho de la libertad de conciencia I. Concien-
cia, tolerancia y laicidad, cuarta edición, Cizur Menor Navarra, Thomson Reuters, 2011, 
pp. 41-58.

32 Can.804. Disponible en: Libro III La funcion de enseñar de la iglesia-Título III de la 
educación católica (Cann. 793-821)-Capítulo I de la Escuela, Código de Derecho Canó-
nico (vatican.va).

33 Vid. otAduy guerin, j., «La idoneidad (…)», Op. cit., p. 856.
34 Vid. STC 38/2007 de 15 de febrero de 2007, FJ 5, cuando dice: «(…) también ha 

de corresponder a las confesiones la competencia para el juicio sobre la idoneidad de 
las personas que hayan de impartir la enseñanza de su respectivo credo. Un juicio que la 
Constitución permite que no se limite a la estricta consideración de los conocimientos 
dogmáticos o de las aptitudes pedagógicas del personal docente, siendo también po-
sible que se extienda a los extremos de la propia conducta en la medida en que el testi-
monio personal constituya para la comunidad religiosa un componente definitorio de su 
credo, hasta el punto de ser determinante de la aptitud o cualificación para la docencia, 
entendida en último término, sobre todo, como vía e instrumento para la transmisión de 
determinados valores. Una transmisión que encuentra en el ejemplo y el testimonio per-
sonales, un instrumento que las Iglesias pueden legítimamente estimar irrenunciable».

https://dadun.unav.edu/bitstream/10171/36738/1/Idoneidad-profesores-religion.pdf
https://dadun.unav.edu/bitstream/10171/36738/1/Idoneidad-profesores-religion.pdf
https://www.vatican.va/archive/cod-iuris-canonici/esp/documents/cic_libro3_cann796-806_sp.html
https://www.vatican.va/archive/cod-iuris-canonici/esp/documents/cic_libro3_cann796-806_sp.html
https://www.vatican.va/archive/cod-iuris-canonici/esp/documents/cic_libro3_cann796-806_sp.html
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pública 35. Entendemos con Llamazares 36 que no está justificada tal ex-
clusión y que no se aplica de modo correcto el principio de laicidad 
del Estado. De la naturaleza de la relación de servicios y de la respues-
ta a la pregunta de quién es el empleador, depende de que se consi-
dere o no, que la asignatura de religión es parte integrante del siste-
ma educativo y de las condiciones en que lo sea. El TC rechaza todos 
los motivos de inconstitucionalidad planteados en la cuestión de in-
constitucionalidad, por lo que en el proceso de acceso no iban a con-
tar las condiciones de mérito y capacidad, al ser solo exigibles si estu-
viésemos en un proceso para adquirir la condición de funcionarios y, 
cabe la desigualdad, señalando que el modelo de contratación labo-
ral con la Administración pública no viola ningún principio constitucio-
nal. Un aspecto que se incluye en la sentencia es admitir como princi-
pio general la competencia de los órganos jurisdiccionales estatales 
para el control, no solo de la designación de la autoridad académica, 
sino también de la propuesta eclesiástica. De modo que, la STC 38/2007 
de 15 de febrero de 2007, considera que la enseñanza religiosa, no 
solo conlleva la transmisión de unos determinados conocimientos, 
sino la profesión de la fe, en este caso católica. Por tanto, para adquirir 
la idoneidad podía pedirse que los docentes destinados a la enseñan-
za de la religión en las escuelas, destacasen por su recta doctrina y por 
el testimonio de su vida cristiana. Concluye el TC que lo que habría 
que cuestionar es el acuerdo y no la forma elegida para instrumentarlo 
(FJ 13, último párrafo). El TC argumentó en los FFJJ de la STC 38/2007 
sobre tres cuestiones: a) Los padres de los menores tienen libertad 
para elegir la enseñanza religiosa que deben recibir sus hijos menores 
(FFJJ 5, 12 y 13); b) la autoridad eclesiástica es a la que corresponde la 
propuesta del profesorado para impartir la enseñanza religiosa (FFJJ 2, 
4, 7, 9) y; c) las decisiones en esta materia son susceptibles de control 
por los órganos del Estado (FJ 7). En el fallo se declara la inadmisión 
de la cuestión de inconstitucionalidad promovida por la Sala de lo So-
cial del TSJ Canarias respecto de los párrafos tercero y cuarto del 
artículo III, el artículo VI y el artículo VII del AAEC y del párrafo primero 
de la DA 2.ª LOGSE –LO 1/1990, de 3 de octubre, en la redacción dada 
por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Adminis-

35 Vid. STC 38/2007, de 15 de febrero, Antecedente de Hecho 3.
36 LLAmAzAres Fernández, d., «Contratación laboral de los profesores de religión ca-

tólica (…)», op. cit., p. 277. Vid. un resumen de lo establecido en la STC 38/2007, de 15 
de febrero, en LLAmAzAres Fernández, d., «A propósito de la STC 51/2011», en Laicidad y 
libertades: escritos jurídicos, núm. 11, vol. 1, 2011, pp. 361-369.
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trativas y del Orden Social– y se desestima la cuestión de inconstitu-
cionalidad en todo lo demás.

El resto de SSTC de 19 de abril de 2007 –SSTC 80/2007; 81/2007, 
82/2007; 83/2007; 84/2007; 85/2007; 86/2007; 87/2007 y; 88/2007; 
89/2007 y 90/2007– provenientes del TSJ Canarias, resuelven cuestio-
nes de inconstitucionalidad, respecto de los párrafos 3.º y 4.º del artícu-
lo III, el artículo VI y el artículo VII del AAEC, así como respecto del pá-
rrafo 1.º de la disposición adicional 2.ª de la LOGSE y desestiman la 
cuestión de inconstitucionalidad en todo lo demás. Se señala la consti-
tucionalidad del sistema de contratación laboral de los profesores de 
religión católica de centros públicos y se establece que, la exigencia de 
que obtengan antes de su contratación la declaración eclesiástica de 
idoneidad, no vulnera el derecho a la igualdad de trato ni los principios 
que rigen el acceso al empleo público. Reconoce la extensión a extre-
mos de la propia conducta, en la medida en que el testimonio personal 
del docente constituya para la comunidad religiosa un componente 
definitorio de su credo. El ATC 385/2007, de 9 de octubre y el ATC 
426/2007, de 6 de noviembre, inadmiten a trámite dos cuestiones de 
inconstitucionalidad que fueron elevadas por la Sala de lo Social del 
TSJ Canarias 37.

En cuanto a los recursos de amparo presentados en 2007 ante el TC, 
nos interesa analizar el resuelto por la STC 128/2007, de 4 de junio. En 
ella, se deniega el amparo a un profesor de religión apartado de la 
docencia por hacer pública su condición de sacerdote casado y con 
hijos. Los motivos por los que el obispado no le propuso como profe-
sor ante la autoridad académica son de carácter religioso y fue la pu-
blicidad dada al caso lo que inició la revocación de la idoneidad por 
parte de la Diócesis. Respecto al juicio de idoneidad que, sobre los 
profesores realiza la autoridad eclesiástica, hay una extensión a extre-
mos de la propia conducta, en la medida en que el testimonio perso-
nal del docente constituya para la comunidad religiosa un componen-
te definitorio de su credo. El Tribunal opta también, por dar prevalencia 
al derecho del empleador, en orden a la selección de las aptitudes del 

37 En ambos autos, el FJ 3 c) señala que: «(…) la cuestión planteada también resulta 
notoriamente infundada, puesto que ya son diversos los pronunciamientos de este Tri-
bunal que han dado respuesta a cuestiones planteadas en prácticamente los mismos tér-
minos por la propia Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (…)».
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concreto trabajador que haya de prestar tan peculiar actividad, consi-
derando que no hay vulneración de los derechos fundamentales invo-
cados y que el cese del profesor de religión como tal no era constitu-
tivo de despido. El TC desestimó la demanda de amparo interpuesta 
contra la STSJ Murcia (Sala Social) que, revocando la dictada en la 
instancia por el Juzgado de lo Social núm. 3 de Murcia, declaró que el 
cese del actor como profesor de religión y moral católicas no era cons-
titutivo de despido y descartó la vulneración de los derechos funda-
mentales invocados. Se emitió un voto particular 38 planteado por los 
Magistrados, Dña. Elisa Pérez Vera y D. Pascual Sala Sánchez. En el 
punto 6 del voto particular señalan que a su juicio «desde la perspec-
tiva constitucional, que es la única que nos es propia, la obligada pon-

38 En el voto particular se argumenta que siendo imprescindible que la decisión sea 
de índole religiosa, no es suficiente, ya que es desde ese momento cuando se exige la 
ponderación strictu sensu de los derechos fundamentales en juego. De modo que «es 
una vez que se ha constatado el conflicto entre el derecho fundamental de la iglesia y los 
derechos fundamentales del sujeto, cuando se impone una ponderación que conducirá a 
la modulación de los derechos del trabajador; unos derechos que, parece obvio, en ám-
bitos como el analizado pueden verse limitados, pero que no desaparecen» (punto 2 del 
voto particular). Argumentan que, «(…) al reducir de facto el canon de constitucionalidad 
establecido en la STC 38/2007 a un único plano, entendemos que la Sentencia de la que 
discrepamos se aparta de ella y la inaplica, puesto que no se adapta a la consideración 
según la cual «por más que haya de respetarse la libertad de criterio de las confesiones 
(…) tal libertad no es en modo alguno absoluta, como tampoco lo son los derechos reco-
nocidos en el artículo 16 CE ni en ningún otro precepto de la Constitución, pues en todo 
caso han de operar las exigencias inexcusables de indemnidad del orden constitucional 
de valores y principios cifrado en la cláusula de orden público constitucional» (FJ 7) (pun-
to 3 del voto particular). Se argumenta que: «(…) Del razonamiento expuesto se deducen 
dos ideas principales. La primera reside en la relevancia que se otorga al factor religioso 
inherente al juicio de idoneidad, y, asimismo, en la consideración del mismo no solo 
como el criterio esencial de la decisión de la autoridad religiosa sino también como un 
elemento caracterizador de una opción personal del trabajador justificativa de su desig-
nación, que puede por ello dar lugar a modulaciones de sus derechos fundamentales. 
Argumento que, respecto del juego del artículo 14 en relación con el artículo 103.3. CE, 
al que se refiere el FJ 4 de la Sentencia, significaría la posibilidad de cerrar el acceso al 
empleo cuando las opciones personales del sujeto cambien de modo sobrevenido (…)». 
La segunda idea que late en el Fundamento de Derecho cuarto consiste en equiparar 
la aproximación constitucional cuando se trata de la declaración de idoneidad para la 
prestación del servicio, que tiene el efecto derivado en la constitución de una relación 
laboral, y cuando está en cuestión un juicio de inidoneidad sobrevenido, que determina 
la no designación en cursos posteriores y la no constitución consiguiente de la relación 
laboral. Pues bien, esa equiparación en la concesión del derecho (en este caso de acceso 
al empleo) y la negación del mismo no encuentra, a nuestro juicio, fundamento constitu-
cional (…)» (punto 5 del voto particular).
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deración de derechos debería haberse hecho en el sentido antes se-
ñalado, con la consecuencia, tras constatar que se habían vulnerado 
los derechos del recurrente, del consiguiente otorgamiento del ampa-
ro» 39, tal y como señalamos en el pie de página 38. La STC 128/2007 
fue recurrida ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) 
que en la STEDH de 15 de mayo de 2012 –caso Fernández Martínez 
contra España, que, declara por unanimidad, admisible el recurso en 
lo que respecta a las imputaciones con arreglo a los artículos 8, 10 y 14 
e inadmisible en todo lo demás y considera por seis votos contra uno 
que no ha habido violación del artículo 8 de la Convención. La doctri-
na constitucional sentada en estas sentencias se puede resumir, en lo 
que concierne al caso enjuiciado, en una serie de puntos 40.

En 2010 hay varios Autos del Tribunal Supremo –ATS, Sala Cuarta, 
Social, de 9 de septiembre de 2010 41; ATS, Sala Cuarta, Social, de 

39 STC 128/2007 de 4 de junio, apartado 6 del voto particular. Vid. ugArte CAtALdo, j. L., 
«La colisión de derechos fundamentales en el contrato de trabajo y el principio de pro-
porcionalidad». Director: Manuel Carlos Palomeque López. Universidad de Salamanca, 
Departamento de Derecho del Trabajo y Trabajo Social, Salamanca, 2012. Disponible en: 
DDTTS_Ugarte_Cataldo_J. L._La_colision.pdf (usal.es)

40 El resumen de la doctrina del TC se puede vid. en la STS, Sala Cuarta, de lo Social 
de 14 de enero de 2009, FJ 4. Los puntos son: «1) la libertad de las confesiones de esta-
blecer contenidos de las enseñanzas religiosas y criterios de cualificación de los profe-
sores no es absoluta. Debe respetar tanto, «las exigencias inexcusables de indemnidad 
del orden constitucional» como, las «previsiones legales» sobre el proceso de selección; 
2) por tanto, «no cabe aceptar que los efectos civiles de una decisión eclesiástica puedan 
resultar inmunes a la tutela jurisdiccional de los órganos del Estado»; 3) para comprobar 
la legalidad y la constitucionalidad de los referidos actos de las autoridades eclesiásti-
cas, éstas, en caso de no renovación de una habilitación otorgada anteriormente, deben 
motivar que la decisión está basada en razones «de índole religiosa o moral»; 4) una vez 
verificada la «motivación estrictamente religiosa», la causa invocada de inhabilitación ha 
de ser además, compatible con los «derechos fundamentales de los trabajadores en su 
relación de trabajo»; y 5) el control de legalidad y de constitucionalidad de la contrata-
ción de estos «trabajadores de la Administración pública educativa» se atribuye a los ór-
ganos del orden social de la jurisdicción y, en vía de amparo, al Tribunal Constitucional».

41 En su FJ 3 se dice que: «La diferencia entre las resoluciones comparadas radica en 
que en la sentencia alegada nos encontramos con un profesor de religión católica que no 
es propuesto por la autoridad eclesiástica para el siguiente curso escolar, y se plantea si el 
carácter temporal de la relación laboral y la vinculación de la renovación del contrato a la 
propuesta del Obispado puede prevalecer frente a la tutela de derechos fundamentales, 
cuyos indicios de vulneración han quedado acreditados. Mientras que, en la sentencia 
recurrida, el demandante, también profesor de religión ha venido siendo contratado inin-
terrumpidamente mediante contratos temporales hasta que adquirió la condición de in-
definido en el año 2007, siendo objeto de un despido objetivo por ineptitud sobrevenida 
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19 de octubre de 2010 42; y, ATS, Sala Cuarta, Social, de 11 de noviem-
bre de 2010 43– que declaran inadmitido el recurso de casación para la 
unificación de la doctrina en supuestos de profesores de religión. 
En 2011, el TC tiene ocasión de pronunciarse sobre el amparo solicita-
do por una profesora de religión, en la STC 51/2011, de 14 de abril 
de 2011. Una profesora de religión y moral católicas no es propuesta 
para impartir dicha materia por el Obispado. La profesora había con-
traído matrimonio civil con una persona divorciada. La docente presen-
ta el recurso de amparo, contra la Sentencia de 13 de diciembre de 2001 
dictada por el Juzgado de lo Social núm. 3 de Almería y, contra la STSJ 
Andalucía de 23 de abril de 2002, Sala Social. El TC en STC 51/2011, 
otorga el amparo solicitado por la profesora y, en consecuencia reco-
noce sus derechos a no sufrir discriminación por razón de sus circuns-
tancias personales (art. 14 CE), a la libertad ideológica (art. 16.1 CE) en 
conexión con el derecho a contraer matrimonio en la forma legalmente 
establecida (art. 32 CE) y a la intimidad 44 personal y familiar (art. 18.1 
CE). Anula la Sentencia del Juzgado Social y la STSJ Andalucía. Retro-
trae las actuaciones al momento inmediatamente anterior a dictarse la 
Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 3 de Almería, para que este 
órgano judicial dicte nueva Sentencia expresando la debida pondera-
ción entre los derechos fundamentales en conflicto, en los términos 
establecidos en el FJ 12 de la presente Sentencia. Frente a lo visto 
en 2007, hay un cambio de criterio del TC en esta Sentencia de 2011 45, 
ya que en este caso, el pronunciamiento se muestra mucho más flexi-
ble en su interpretación y otorga el amparo al trabajador. Se estima 
vulnerado el derecho fundamental, considerando la posición de la Igle-
sia y la declaración de no idoneidad de la trabajadora –casada por lo 
civil con divorciado–, como una discriminación por circunstancias per-
sonales con vulneración de la libertad ideológica y de la intimidad per-
sonal y familiar. Esta línea de actuación del TC, de ampliación de la 
tutela del derecho fundamental, sufre un nuevo freno en 2014, tras la 

al estimar la administración que no reúne la titulación requerida para impartir la específica 
materia. Y en la que se analizan los requisitos legales que autorizan a realizar el trabajo 
y las consecuencias de su ausencia, aunque el trabajador reúna los conocimientos y la 
habilidad, y ello al amparo de la normativa específica –DA 3.ª LO 2/2006 y RD 696/2007–».

42 La diferencia entre las resoluciones comparadas se puede ver en su FJ 3.
43 En su FJ 3 reproduce lo establecido en el FJ 3 del ATS de 9 de septiembre de 2010.
44 Vid. gonzáLez deL rio, j. m., El derecho a la intimidad del trabajador en el nuevo 

contexto laboral, Valencia, Laboral, Tirant lo Blanch, 2021, 158 pp.
45 Vid. LLAmAzAres Fernández, d., «A propósito de la STC 51/2011», op. cit., pp. 361-369.
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STC 140/2014, de 11 de septiembre, en la que se deniega el amparo a 
una profesora de religión que contrajo matrimonio civil con una perso-
na previamente divorciada. La reclamación planteada es resuelta por la 
STC 140/2014, sin entrar en el fondo del asunto. Primero, porque se 
descarta la suficiencia de indicios entre las distintas circunstancias ale-
gadas (entre ellas, participación en huelga o interposición de reclama-
ción judicial), por su desconexión temporal y su no utilización en cursos 
anteriores y, segundo, porque se deduce en relación al matrimonio 
contraído con una persona previamente divorciada, que ni consta la 
fecha, ni si el matrimonio previo del otro contrayente era o no canónico 
e impeditivo de un subsiguiente matrimonio religioso, ni si el ordinario 
diocesano tuvo o no conocimiento de esa circunstancia. Por ello, se 
estima innecesaria la ponderación entre los derechos en juego que, no 
obstante, de realizarse, habría que tomar en consideración la STEDH, 
Sala Grand Chamber, de 12 de junio de 2014 46. El TC desestima la 

46 Vid. puntos 36 y 37 de la STEDH, Sala Grand Chamber, de 12 de junio de 2014. 
«36. En resumen, la no renovación del nombramiento del demandante se basó en la pu-
blicidad dada a su situación como sacerdote casado y a su pertenencia al MOCEOP. Es 
muy posible que, según el derecho canónico, esta publicidad equivaliera a un «escánda-
lo», lo que hizo necesario que el obispo de Cartagena retirara su certificado que acredi-
taba la idoneidad del solicitante para enseñar la religión y la ética católicas. Sin embargo, 
cualesquiera que fueran las consecuencias bajo el derecho canónico, correspondía al 
Ministerio, y más tarde a los tribunales nacionales, asegurarse de que la reacción secular 
a la decisión del Obispo se adaptara a la situación del solicitante y, en particular, de que 
no interfiriera desproporcionadamente con su derecho al respeto de su vida privada y 
familiar. A este respecto, hemos señalado varios factores que son pertinentes para eva-
luar la proporcionalidad de la medida objeto de la reclamación. Tras este análisis, ahora 
podemos decir que algunos de estos factores parecen ser particularmente relevantes. 
En primer lugar, no fue la situación del demandante como tal, que había sido tolerada 
durante muchos años por la Iglesia, sino la publicidad que se le dio, lo que llevó a la no 
renovación de su contrato. Si bien tal publicidad podría ser problemática para la Iglesia, 
es difícil concebir cómo podría serlo para el Estado. En segundo lugar, en lo que respecta 
a la capacidad docente del solicitante, no hay pruebas de que hubiera enseñado religión 
de una manera que contradijera la doctrina de la Iglesia, o de que la publicidad dada a 
su situación hubiera dado lugar a la desaprobación de los padres de sus alumnos o de su 
escuela. En tercer lugar, y lo más importante, la reacción del Estado fue drástica: el soli-
citante no fue reelegido y no se tomó ninguna otra medida, con el resultado de que de 
hecho fue despedido. 37. Habida cuenta de todas las circunstancias del presente asunto, 
constatamos que las razones aducidas por las autoridades nacionales para justificar la 
no renovación de la relación laboral del demandante, es decir, en definitiva, determina-
dos acontecimientos relacionados con su situación personal y familiar, no bastan para 
demostrar que la injerencia en su derecho al respeto de su vida privada y familiar fue 
proporcionada. Por lo tanto, en nuestra opinión, no se ha demostrado que la injerencia 
fuera necesaria en una sociedad democrática para alcanzar el objetivo legítimo persegui-
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demanda de amparo interpuesta por la trabajadora frente a las senten-
cia del TSJ de Canarias 47, Sala Social, de 7 de junio de 2004 que, se 
pronuncia sobre el recurso de suplicación y la STS, Sala Social, de 8 de 
junio de 2006 sobre el recurso de casación, desestimatorias de deman-
da por despido, rechazando la vulneración denunciada de los derechos 
a libertad ideológica, igualdad, tutela y libertad sindical. En primera 
instancia, tras la demanda de la trabajadora, la Sentencia del Juzgado 
de lo Social núm. 3 de Santa Cruz de Tenerife, había declarado la exis-
tencia de despido nulo, por apreciar vulneración de los derechos de 
libertad sindical, tutela judicial efectiva e igualdad y no discriminación. 
Desde marzo de 1997, la profesora de religión y moral católica presta-
ba servicios como tal, en diversos centros de primaria de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, mediante sucesivos contratos de trabajo de 
duración determinada –desde el 1 de septiembre de 2001 hasta el 31 
de agosto de 2002– concertados con el Ministerio de Educación y Cul-
tura y celebrados a propuesta del obispado. El 31 de mayo de 2002, el 
ordinario diocesano de Tenerife no propone a varios profesores para 
ser contratados en el curso 2002-2003, entre los que se encuentra la 
demandante de amparo, por lo que el Ministerio no la contrató como 
profesora de religión para dicho curso. No consta que se comunicara 
esta relación a la demandante, ni constan expresados los criterios de 
idoneidad que había dejado de reunir para no ser propuesta para la 
contratación. Interpuesta la correspondiente reclamación previa frente 
al Estado, la recurrente presentó demanda de despido, que fue estima-
da por la Sentencia de 2 de junio de 2003 del Juzgado de lo Social 
núm. 3 de Santa Cruz de Tenerife, mediante la que se declaró la exis-
tencia de despido nulo, por apreciar vulneración de los derechos de 
libertad sindical, tutela judicial efectiva e igualdad y no discriminación. 
Esta conclusión fue alcanzada por la Sentencia, en aplicación del meca-

do, a saber, respetar la autonomía de la Iglesia católica en relación con la autenticidad y 
la credibilidad de la educación en la religión y la ética católicas».

47 Algunos comentarios a sentencias del TSJ de Canarias en la materia: rodríguez 
bLAnCo, m., «Breves consideraciones sobre la idoneidad de los profesores de religión en 
centros docentes públicos: a propósito de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 
de Canarias, Sala de lo Social, de 17 de julio de 2007, en Revista Española de Derecho 
Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado, núm. 16, 2008. LóPez-sidro, A., «Idoneidad 
del profesorado de religión y derecho a la intimidad en torno a la Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias de 17 de julio de 2007, en Revista Española de Derecho 
Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado núm. 16, 2008. Disponibles en: Revista Ge-
neral de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado-Sumario núm. 16 enero 
2008 (iustel.com).
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nismo de distribución de la carga de la prueba previsto en el 
artículo 179.2 de la entonces vigente Ley de procedimiento laboral (en 
adelante, LPL) y en la jurisprudencia ordinaria y constitucional. Como 
consecuencia de equiparar la decisión de no renovación del contrato 
temporal a un despido nulo, la Sentencia condenó al Ministerio de 
Educación, Cultura y Deportes y a la diócesis de Tenerife a la readmi-
sión inmediata de la trabajadora, con abono de los salarios dejados de 
percibir desde el despido hasta la readmisión. Asimismo, también les 
condenó como responsables solidarios a pagar a la demandante en 
concepto de daño moral, por considerar que la exclusión de la contra-
tación afectaba a su esfera de libertad sindical y de tutela judicial efec-
tiva, así como también constituía una represalia por el ejercicio del de-
recho a contraer matrimonio. Contra dicha Sentencia se interpuso 
recurso de suplicación por el Ministerio de Educación y por la diócesis 
de Tenerife, que fue resuelto por STSJ Canarias, Sala Social, de 7 de 
junio de 2004. En esta Sentencia, la Sala descartó analizar el recurso 
interpuesto por la diócesis, por manifiesta falta de legitimación pasiva, 
dado que el verdadero empresario era la Administración. Por el contra-
rio, la Sentencia sí entró a examinar el recurso del Ministerio, proce-
diendo a su estimación y apreciando la indebida aplicación por el Juez 
de instancia del artículo 179.2 Ley de Procedimiento Laboral (LPL), 
puesto que, según indica: «el citado precepto se refiere a supuesto de 
violación de libertad sindical y derechos fundamentales no trasladable 
a otras pretensiones en las que es obligado aportar principio de prue-
ba suficiente indicativo de una vulneración constitucional al margen de 
que dada la naturaleza de la relación laboral constituida y la facultad 
para contratar en cada curso escolar no se justifica la alteración de la 
carga de la prueba». Aduce el Tribunal, en el FJ único, el carácter tem-
poral de la relación, limitada exclusivamente a la duración del curso 
escolar, de modo que la falta de inclusión de la propuesta del ordinario 
para cursos sucesivos no equivale en absoluto a un despido, dada la 
naturaleza de dicha relación, cuya legitimidad hay que buscarla en el 
AAEC, y no en el artículo 15 del Estatuto de los trabajadores (ET), razón 
por la que afirma que, las normas de la Ley estatutaria sobre despido 
no resultarían aplicables, constituyendo a lo sumo derecho supletorio 
para esta genuina relación laboral. Finalmente, la Sala estima que la 
Sentencia recurrida ha infringido el artículo 49.1 b) del ET, el artículo 3 
del AAEC y el artículo 11.2 de la Orden de 16 julio de 1980, por consi-
derar que, conforme a la doctrina del Tribunal Supremo, no nos encon-
tramos ante un despido, sino ante un supuesto de expiración del térmi-
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no convenido 48. Frente a la anterior STSJ Canarias se interpuso por la 
demandante recurso de casación para la unificación de doctrina que, 
fue desestimado por STS, Sala Social, de 8 de junio de 2006, sin entrar 
a resolver sobre el fondo del recurso, por considerar que en el escrito 
de interposición del mismo faltaba, tanto la debida relación precisa y 
circunstanciada de la contradicción alegada como, la necesaria funda-
mentación de la denuncia de infracción legal, no apreciándose tampo-
co la preceptiva contradicción entre la sentencia recurrida y las 
aportadas de contraste. La STC 140/2014 en el FJ 3.º establece, tanto 
las cuestiones que quedan fuera 49 de la consideración del tribunal, 
como el objeto de enjuiciamiento sobre el que se va a pronunciar 50. El 
TC deniega el amparo solicitado por la profesora y contiene dos votos 
particulares. El voto particular del magistrado don Andrés Ollero Tassa-
ra, respecto a la Sentencia de 11 de septiembre de 2014 y, el voto par-
ticular que formula el magistrado don Fernando Valdés Dal-Ré al que 
se adhieren la magistrada doña Adela Asua Batarrita y los magistrados 
don Luis Ignacio Ortega Álvarez y don Juan Antonio Xiol Ríos. Nos in-
teresa este voto particular que se fundamenta en que el fallo debió 
declarar la vulneración del artículo 24.1 CE, por inaplicación de la doc-
trina sobre la prueba indiciaria en el proceso laboral. Discrepando el 
magistrado de cómo ha apreciado la mayoría del TC el contenido de la 
sentencia de suplicación recurrida y, de cómo se proyectó en la misma 
la regla de distribución de cargas probatorias, dirigida a facilitar que se 
desvelen las razones latentes de actos que puedan encubrir una lesión 

48 STC 140/2014, de 11 de septiembre, apartado 2 letra c) de los Antecedentes de Hecho.
49 En el FJ 3.º de la STC quedan fuera de la consideración del tribunal: «(…) Algunas 

de las alegaciones de la recurrente deben quedar fuera de nuestra consideración por re-
ferirse a la vulneración de preceptos constitucionales que no contemplan derechos sus-
ceptibles de ser tutelados en el recurso de amparo (…) tampoco pueden ser examinadas 
las quejas de la recurrente carentes de una mínima exposición o fundamentación en la 
demanda que permita identificar el problema constitucional planteado. Es lo que suce-
de, en concreto, con las alegaciones relativas a la presunta lesión de los artículos 18.1, 22, 
27 y 28.1 CE, respecto a los que no se incluye argumentación alguna sobre la vulneración 
aducida y de ahí que no proceda su examen por parte de este Tribunal (...)».

50 En el FJ 3.º de la STC se dice que «(…) el objeto de nuestro enjuiciamiento ha de 
quedar circunscrito, en definitiva, a la eventual vulneración del derecho a la no discrimi-
nación (art. 14 CE) en relación con el derecho a la libertad ideológica y religiosa (art. 16.1 
CE) –vinculado al hecho de haber contraído matrimonio con un divorciado–, el derecho 
a la huelga (art. 28.2 CE), y el derecho a la tutela judicial efectiva, tanto respecto a la 
invocación de la garantía de indemnidad como en cuanto a la desestimación del recurso 
de casación para la unificación de doctrina por defectuosa formalización (art. 24 CE) (…)».
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de derechos fundamentales –entre otras muchas, la STC 104/2014, 
de 23 de junio, FJ 7–. Entiende que el Tribunal ad quem, en contra de 
la inteligencia que mantiene la Sentencia mayoritaria, no dio respuesta 
sobre la suficiencia indiciaria de los hechos aducidos por la demandan-
te, por lo que considera que la Sala de lo Social del Tribunal Superior 
de Justicia, al rechazar la aplicación de las reglas de la prueba indicia-
ria, vulneró el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

4.3 Resoluciones del Tribunal Supremo

Al estudiar las resoluciones del TS distinguimos dos grupos: Primero, el 
de las Resoluciones del TS favorables al trabajador –profesor de reli-
gión– y, las contrarias a la Administración pública en las que se declara 
nulo el despido, por lesión de derechos fundamentales del profesor de 
religión; y, segundo, el de las Resoluciones del TS desfavorables al tra-
bajador –profesor de religión– en las que se inadmite la casación por 
falta de contradicción entre las sentencias comparadas, en asuntos re-
lativos al despido de profesores de religión relacionados con el ejerci-
cio de derechos fundamentales.

El TS se había pronunciado sobre la relación de los profesores de reli-
gión con la Administración en dos sentencias 51 (STS, Sala Cuarta, de lo 
Social, de 12 de diciembre de 2001 y; STS, Sala Cuarta, de lo Social, 
de 7 de mayo de 2004). Se había declarado que la relación que los pro-
fesores de religión católica mantienen con la Administración educativa  
no era una relación no indefinida, sino una relación laboral especial a 
término. Esa relación surge con un nombramiento o designación que 
tiene vigencia anual, lo que se corresponde con la finalidad de vincular 

51 La STS, Sala Cuarta, de lo Social, de 12 de diciembre de 2001, declara la impro-
cedencia de una relación indefinida, ya que, según el AAEC de 1979 los profesores son 
nombrados para impartir la enseñanza religiosa anualmente, luego termina el vínculo 
agotado ese plazo de vigencia si no es renovado mediante otro nombramiento. El hecho 
de que la renovación será automática salvo propuesta en contra del Ordinario no afecta 
a la existencia del término sino a la renovación del contrato. En la STS, Sala Cuarta, de lo 
Social, de 7 de mayo de 2004, como indica el FJ 3.º «(…) la relación laboral que mantie-
nen los profesores de Religión y Moral Católicas con la administración de la Comunidad 
demandada tienen unas condiciones peculiares que se regulan por un sistema normativo 
propio, con suficiente rango legal, y que significa la inaplicación del Convenio Colectivo 
de referencia (…)». Se está refiriendo al II Convenio colectivo para el personal laboral de 
la Generalidad Valenciana.
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cada año la iniciación de un nuevo contrato a la voluntad unilateral del 
Obispado. Por ello, el cumplimiento del término lleva a la terminación 
del vínculo anual. Así, la renovación automática –salvo propuesta en 
contra del Ordinario– afecta a esa previa extinción, sin que, en princi-
pio, la falta de renovación tenga que justificarse.

4.3.1  Resoluciones del TS favorables al trabajador –profesor 
de religión– y contrarias a la Administración pública en las 
que se declara nulo el despido, por lesión de derechos 
fundamentales del profesor de religión

Durante el periodo analizado, hay numerosas resoluciones del TS que 
se pronuncian sobre despidos de profesores de religión considerados 
nulos, por predominar el derecho fundamental de los profesores sobre 
la falta de propuesta del Obispo para poder impartir clase de religión. 
En el fondo, el conflicto se produce por la lesión causada, al despedir 
al profesor por haber ejercitado éste derechos fundamentales y no es-
tar de acuerdo la Iglesia católica con el resultado que se deriva de ello, 
lo que conduce a la no renovación de la Declaración Eclesiástica de 
Competencia Académica (DECA) 52 y; el correspondiente despido por 
la Administración pública, con el fallo de despido nulo del TS, por le-
sión del derecho fundamental. Antes de entrar a analizar las resolucio-
nes del TS en el periodo estudiado –2007-2022–, nos parece oportuno 
comenzar, por un razonamiento jurídico de la STS 799/2021, Sala Cuar-
ta, Social, de 20 de julio de 2021 que presenta un casuismo relevante 53, 
para después analizar el camino seguido hasta la actualidad. El TS, 

52 Vid. DECA-Conferencia Episcopal Española.
53 Destacamos el FJ 3.1 de la STS citada que señala: «(…) haber contraído matrimonio 

civil con persona divorciada, no guarda relación con la actividad docente desempeñada 
de la demandante (como acertadamente señala el Ministerio Fiscal en sus alegaciones), 
pues no afecta a sus conocimientos dogmáticos o a sus aptitudes pedagógicas, sino que 
se fundamenta, como ya quedó señalado, en un criterio de índole religiosa o moral, en 
cuanto el Obispado de Almería considera que la decisión de la demandante de contraer 
matrimonio en forma civil puede afectar al ejemplo y testimonio personal de vida cristia-
na que le es exigible según la doctrina católica respecto del matrimonio. Sin embargo, 
este criterio religioso no puede prevalecer, por sí mismo, sobre los derechos fundamen-
tales de la demandante en su relación laboral como profesora de religión y moral católi-
ca, por las razones que seguidamente se exponen (…)», que deja clara la prevalencia de 
los derechos fundamentales sobre el criterio religioso del testimonio personal de vida 
cristiana que le es exigible según la doctrina católica respecto del matrimonio.

https://www.conferenciaepiscopal.es/deca/
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entendemos que con total acierto, deja claro que el derecho funda-
mental no puede ceder por un criterio de moralidad de un grupo reli-
gioso y que, por ello, la decisión eclesial de retirar la idoneidad tiene 
precisamente un límite infranqueable en el respeto a los derechos fun-
damentales.

A) PreVALenCiA deL dereCHo de HueLgA y LA LibertAd sindiCAL

En el año 2009 hubo varios pronunciamientos del TS sobre despidos 
nulos por predominio del derecho fundamental de los profesores de 
religión 54. Todos ellos presentan elementos comunes, ya que se trata 
de profesores de religión en centros educativos públicos de Canarias 
que, fueron propuestos en su día por el Obispado y a los que en un 
determinado momento no se renueva el contrato, faltando motivación 
para la retirada de la idoneidad. Esos trabajadores eran miembros de 
sindicatos y participaron en huelgas. Las sentencias de instancia decla-
ran la nulidad de los despidos por vulneración de derechos fundamen-
tales –en estos casos, el derecho de huelga y la libertad sindical–. Ante 
los recursos de suplicación, el TSJ de Canarias revoca esas sentencias, 
bien total o parcialmente y, absuelve a la Administración pública de las 
indemnizaciones que se le impusieron. Ante los recursos de casación 
para la unificación de la doctrina presentada ante el TS, las resolucio-
nes indicadas a pie de página los desestiman.

b)  un error de LA AdministrACión en VíA AdministrAtiVA, sobre LA tituLACión 
deL ProFesor de reLigión –ACtor– no Puede PerjudiCAr AL mismo

La STS, Sala Cuarta, Social, de 12 de abril de 2011, considera despido 
nulo de una profesora de religión, el cese en 2005, al contar aquella 
con la titulación exigida –licenciada en Derecho–, a pesar del error de 

54 Vid. STS, Sala Cuarta, de lo Social de 14 de enero de 2009; STS, Sala Cuarta, de 
lo Social, de 20 de enero de 2009; STS, Sala Cuarta, de 28 de enero de 2009; STS, Sala 
Cuarta, de lo Social de 14 de enero de 2009; STS, Sala cuarta, de lo Social, de 28 de enero 
de 2009; STS, Sala Cuarta, de lo Social, de 30 de enero de 2009; STS, Sala Cuarta, de lo 
Social, de 2 de febrero de 2009; STS, Sala Cuarta, de lo Social, de 10 de febrero de 2009; 
STS, Sala Cuarta, de lo Social, de 17 de abril de 2009; STS, Sala Cuarta, de lo Social, de 
6 de mayo de 2009; STS, Sala Cuarta, de lo Social, de 23 de septiembre de 2009; STS, 
Sala Cuarta, de lo Social, de 6 de octubre de 2009; STS, Sala Cuarta, de lo Social, de 22 
de octubre de 2009.
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la Administración al respecto. La profesora presentó recurso de alzada 
que fue estimado y firmó un nuevo contrato y, en 2006 fue nuevamente 
cesada, aduciendo el mismo motivo, ante lo cual, presentó un nuevo 
recurso de alzada que no consta resuelto. La profesora presentó de-
manda de procedimiento abreviado ante la jurisdicción contenciosa 
administrativa en 2008 y el Auto de 21 de enero de 2009 declaró la in-
competencia de dicha jurisdicción y, emplazó a las partes para que 
comparecieran en 30 días ante la jurisdicción social. La demanda fue 
presentada el 24 de febrero de 2009. El 28 de mayo de 2007, fue con-
tratada para sustituir a otra profesora por causa de incapacidad tempo-
ral, con la misma modalidad contractual e igual puesto de trabajo en 
virtud de un contrato de interinidad con duración por el tiempo de 
ausencia de dicha trabajadora. Antes de llegar al TS, hubo dos pronun-
ciamientos. En primera instancia, se pronunció el Juzgado de lo Social 
núm. 11 de Valencia, en Sentencia de 23 de abril de 2009 que estimó la 
demanda de la profesora «(…) y declaró la nulidad del despido de 2006, 
condenando a la Consejería demandada a la inmediata readmisión de 
la trabajadora en el mismo puesto y condiciones que ocupaba con an-
terioridad al despido y a abonarle los salarios de trámite devengados 
desde el despido y hasta que la readmisión tenga lugar de modo efec-
tivo, (…)» 55 y; en suplicación, la STSJ Valencia, Sala de lo Social, de 22 
de diciembre de 2009 que estimó el recurso de suplicación y revocó la 
sentencia recurrida con desestimación de la demanda iniciadora de las 
presentes actuaciones, por caducidad de la acción de despido, absol-
vió a la entidad demandada –Consejería– de la reclamación deducida 
frente a ella. Ya en 2011, el TS estima en la STS de 12 de abril de 2011, 
el recurso de casación para la unificación de la doctrina, casando y anu-
lando la STSJ y confirmando el despido nulo de primera instancia.

C)  PreVALenCiA deL dereCHo A ContrAer mAtrimonio o A ConFigurAr LA VidA 
PersonAL y LA inAtACAbiLidAd Por eL ejerCiCio de ACCiones judiCiALes

La STS 876/2016, Sala Cuarta, Social, de 20 de octubre, considera en su 
fallo que el despido es nulo, por violación de derechos fundamentales, 
la falta de llamamiento para el curso escolar 2012-2013 de una profeso-
ra de religión. Entiende que estamos ante una represalia por la deman-
da que ella interpuso hace once años por su exclusión como profesora 

55 Vid. STS, Sala Cuarta, Social, de 12 de abril de 2011, Antecedente de Hecho 1.
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para el curso 2001-2002, tras contraer matrimonio en el año 2000 con 
un divorciado. El TC en STC de 14 de abril de 2011 le concedió su am-
paro y aquel primer despido se declaró nulo. Antes de llegar al TS, 
hubo dos pronunciamientos, ambos desestimatorios de las demandas 
interpuestas por la profesora. En primera instancia, se pronuncia el Juz-
gado de lo Social núm. 1 de Almería en Sentencia de 8 de septiembre 
de 2014 y; en suplicación, la STSJ Andalucía, Sala Social de 5 de febre-
ro de 2015. Ya en 2016, El TS estima en la STS 876/2016, de 20 de octu-
bre, el recurso de la profesora a la que se excluyó del curso 2012-2013, 
y condena a los demandados por la misma –Ministerio de Educación, 
Consejería de Educación andaluza y Obispado de Almería– a readmi-
tirla y pagarle los salarios de tramitación que se devenguen hasta que 
la readmisión tenga lugar. Continúa el TS reconociendo en el FJ 3 de la 
Sentencia de 2016, no solo la existencia de un despido improcedente 
por inmotivado artículo 7-b) y Adicional Única del RD 696/2007), sino 
que es nulo por violación de los derechos fundamentales 56.

d)  PreVALenCiA deL dereCHo A ContrAer mAtrimonio o A ConFigurAr LA VidA 
PersonAL: VuLnerACión de sus dereCHos FundAmentALes A LA iguALdAd, LA 
LibertAd ideoLógiCA y A LA intimidAd PersonAL y FAmiLiAr

En el año 2021, la STS 799/2021, Sala Cuarta, Social, de 20 de julio, se 
pronunció sobre el caso de una profesora de religión y moral católica 
de un colegio público de la provincia de Valladolid –Castilla y León– 
durante el curso escolar 2001/2002, a quien el Arzobispado le retiró el 
requisito de idoneidad por contraer segundo matrimonio sin solicitar la 

56 Lo razona señalando en la STC 786/2016: «La existencia del procedimiento anterior 
durante once años, proceso en el que se consideraron vulnerados derechos como el de 
igualdad y no discriminación, libertad religiosa, intimidad y otros, constituía un indicio 
suficiente de la continuidad en la violación de los derechos fundamentales que se había 
sancionado en el anterior proceso, máxime cuando el nuevo despido se produjo, prácti-
camente, sin solución de continuidad, lo que constituía, igualmente, un síntoma de una 
represalia contraria al principio de tutela judicial efectiva del que deriva «la garantía de 
indemnidad» que consiste en el derecho a no ser represaliado por el ejercicio de ac-
ciones judiciales. Cual establece el artículo 96-1 de la LJS, la existencia de esos indicios 
y sospechas obligaba a la demandada a probar que su proceder estaba fundado en 
razones justas y objetivas, que era ajeno a todo propósito de revancha y que con él no 
se pretendía burlar la ley. Esta prueba no se ha logrado: ni se ha intentado probar causa 
que justificara ese proceder, ni la decisión del obispado fue motivada, cual requieren el 
artículo 7 del RD 696/2007 y nuestra jurisprudencia.» (FJ 3).
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nulidad eclesiástica del primero y viviendo con una tercera pareja tras 
divorciarse de su segundo marido, ante lo cual, la Consejería de Edu-
cación de la Junta de Castilla y León le rescindió el contrato. El Arzobis-
pado de Valladolid, a través de la Delegación Diocesana de Enseñanza, 
remitió una comunicación a la Consejería de Educación de la Junta de 
Castilla y León, el 5 de julio de 2017, poniendo en su conocimiento la 
revocación de la missio canonica que la actora tenía concedida, por 
resultar su testimonio de vida contrario a la doctrina católica, por lo que 
no fue propuesta como persona idónea para impartir enseñanza de 
religión y moral católica. La Sentencia de 5 de abril de 2018 del Juzga-
do de lo Social número 2 de Valladolid, desestimó la demanda de des-
pido presentada por la profesora contra la Consejería de la Junta de 
Castilla y León y el Arzobispado de Valladolid, entidad respecto de la 
que se aprecia falta de legitimación pasiva, y absolvió a las entidades 
demandadas, declarando conforme a derecho la extinción de la rela-
ción laboral que unía a la demandante con la Consejería. Y en suplica-
ción, la STSJ Castilla y León de 20 de septiembre de 2018 desestimó 
dicho recurso de suplicación. La STS 799/2021, Sala Cuarta, Social, de 
20 de julio 57, resolvió el recurso de casación para la unificación de la 
doctrina interpuesto por la representación procesal de la profesora que 
se formalizó mediante escrito fundado en la contradicción de la sen-
tencia recurrida con la dictada por el TC, en fecha 14 de abril de 2011 
(recurso amparo 3338/2002). En el fallo de la STS estima el recurso de 
casación, casa y anula la STSJ Castilla y León de 20 de septiembre 
de 2018 y revoca la Sentencia de 5 de abril de 2018. Estimó la demanda 
de la profesora contra la Consejería de Educación de la Junta de Cas-
tilla y León y declaró que la extinción del contrato de trabajo comuni-
cada por dicha Consejería con efectos de 1 de septiembre de 2017 
constituye un despido nulo y se condena a la Consejería de Educación 

57 Destacamos la STS 799/2021, FJ 3, que señala: «(…) haber contraído matrimonio 
civil con persona divorciada, no guarda relación con la actividad docente desempeñada 
de la demandante (como acertadamente señala el Ministerio Fiscal en sus alegaciones), 
pues no afecta a sus conocimientos dogmáticos o a sus aptitudes pedagógicas, sino que 
se fundamenta, como ya quedó señalado, en un criterio de índole religiosa o moral, en 
cuanto el Obispado de Almería considera que la decisión de la demandante de contraer 
matrimonio en forma civil puede afectar al ejemplo y testimonio personal de vida cristia-
na que le es exigible según la doctrina católica respecto del matrimonio. Sin embargo, 
este criterio religioso no puede prevalecer, por sí mismo, sobre los derechos fundamen-
tales de la demandante en su relación laboral como profesora de religión y moral católi-
ca, por las razones que seguidamente se exponen (…)».
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de la Junta de Castilla y León a la readmisión de la actora con abono de 
los salarios dejados de percibir. Esta sentencia modifica la tradicional 
forma de entender la prevalencia de ciertos derechos fundamentales y, 
no en cambio, de otros en el ámbito laboral.

Por último, destacamos en 2022, dos resoluciones del TS que, incluyen 
argumentos de la STS 641/2020, de 13 de julio sobre profesores de re-
ligión. En concreto, la STS 747/2022, Sala Cuarta, de lo Social, de 20 de 
septiembre y; la STS 576/2022, de 23 de junio de 2022, Sala Cuarta, de 
lo Social, Sección Pleno. Ambas se refieren a la STS 641/2020, de 13 de 
julio que aborda una acción colectiva para que se declare contraria a 
derecho la conversión de los contratos de jornada completa a jornada 
parcial, el derecho a una plantilla mínima con carácter permanente y 
estable y la obligatoriedad de compilar una bolsa de trabajo, todo ello 
en el caso del profesorado de religión en centros públicos. Descartan-
do que la perspectiva de género aboque a la estimación del conflicto 
concluye que, aunque la medida afecte a mayor número de mujeres 
que de varones, está justificada. La STS 747/2022, se refiere a la 
STS 641/2020, en el FJ 7.º, cuando se trata de las relaciones laborales y, 
la STS 576/2022, se refiere a la STS 641/2020, en el FJ 4.º cuando trata 
de la doctrina general sobre la interpretación con perspectiva de géne-
ro cuando se refiere también a las relaciones laborales.

4.3.2  Resoluciones del TS desfavorables al trabajador –profesor 
de religión– en las que se inadmite la casación por falta de 
contradicción entre las sentencias comparadas, en asuntos 
relativos al despido de profesores de religión relacionados 
con el ejercicio de derechos fundamentales

A)  ProFesor de reLigión Que ContrAe mAtrimonio CiViL y deCLArACión 
de ProCedenCiA de LA extinCión LAborAL

El caso analizado trata de un profesor –representante de los trabajado-
res– que imparte clases de religión y moral católica en un colegio pú-
blico con quien la autoridad educativa de Castilla y León declara extin-
tas su relación laboral. Aquél se divorció de su esposa con la que había 
contraído matrimonio canónico y posteriormente contrajo un nuevo 
matrimonio civil. La STS 667/2017, Sala Cuarta, Social, de 12 de abril, 
declaró la procedencia de la extinción de la relación laboral entre el 
profesor de religión y la Consejería de Educación de la Junta de Castilla 
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y León. Antes de llegar al TS, hubo dos pronunciamientos. En primera 
instancia se pronuncia la Sentencia de 5 de marzo de 2014 del Juzgado 
de lo Social núm. 1 de León que estima la demanda interpuesta por el 
profesor y se declara que la extinción de su contrato de trabajo impug-
nada en este procedimiento constituye un despido nulo y condenó a la 
Junta de Castilla y León, a readmitirle en su mismo puesto de trabajo 
en las mismas condiciones que regían antes del despido con abono de 
salarios de tramitación. Y el recurso de suplicación presentado por el 
Obispado de la Diócesis de León y la Consejería de Educación de la 
Junta de Castilla y León que, resuelve la STSJ Castilla y León, Sala So-
cial, de 3 de junio de 2015, en la que aprecia de oficio la falta de legiti-
mación pasiva del Obispado de León, por lo que inadmite el recurso y, 
en cambio, estima el recurso de suplicación formulado por la represen-
tación de la Junta de Castilla y León –Consejería de educación– contra 
la sentencia de instancia y revoca el fallo de instancia, declarando la 
procedencia de la extinción de la relación laboral que unía al deman-
dante con la recurrente Junta de Castilla y León. En 2017, se pronuncia 
la STS 667/2017, Sala Cuarta, Social, de 12 de septiembre, desestiman-
do el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto y 
confirmando la STSJ de Castilla y León citada, sobre despido y, la pro-
cedencia de la extinción de la relación laboral de profesor de religión.

b)  CAso en eL Que se entiende Que no HAy Lesión de LA PresunCión 
de inoCenCiA y ProCede eL desPido deL ProFesor de reLigión

El caso versa sobre un profesor de religión católica que desde el curso 
2005/2006 venía siendo propuesto para el desempeño del puesto, su-
cesivamente para cada curso académico. El profesor fue cesado, a raíz 
de la retirada de la missio canonica o declaración de idoneidad, al ha-
berse conocido por el Arzobispado de Granada que el profesor había 
sido detenido por orden judicial en calidad de presunto autor en el 
marco de una operación iniciada por denuncia de abusos sexuales a 
menores. El ATS, Sala Cuarta, Social, de 22 de marzo de 2017 58 declaró 

58 ATS de 22 de marzo de 2017, FJ 1.3 señala que: «En aplicación de la anterior doc-
trina, la contradicción entre las sentencias comparadas es inexistente al ser diferentes 
los supuestos de hecho (…), manteniendo ambas el mismo criterio relativo a que la pre-
sunción de inocencia es propia del ámbito penal». En ese mismo FJ se continúa que: 
«En este caso, se trata de determinar si concurre causa legitima para la extinción por la 
Administración del contrato laboral del actor en base a la retirada de la missio canónica, 
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la inadmisión del recurso de casación para la unificación de doctrina 
interpuesto por un profesor de religión contra la STSJ Andalucía, Sala 
Social, interpuesto frente al auto del Juzgado de lo Social citado, sobre 
despido y se declaró la firmeza de la sentencia recurrida. Antes de pro-
nunciarse el TS, hubo dos pronunciamientos. En primera instancia se 
pronuncia la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1, de 22 de julio 
de 2015, sobre despido, seguido a instancia de un profesor de religión, 
contra la Consejería de Educación, Cultura y Deporte de la Junta de 
Andalucía y Arzobispado de Granada, con intervención del Ministerio 
Fiscal que, estimó la pretensión formulada. Y, tras el recurso de suplica-
ción presentado se pronunció la STSJ de Andalucía, Sala Social, de 22 
de noviembre de 2012 que estimó el recurso interpuesto y revocó la 
sentencia impugnada.

5. CONCLUSIONES

1. Creemos necesario modificar el AAEC para que sintonice con la CE, 
ya que su contenido material piensa en normas previas a la misma, 
aunque formalmente se firmó en 1979; o bien, que la cooperación 
entre el Estado y las Iglesias se lleve a efecto ex constitutione 
– artículos 9.2 y 16.3 CE– sin necesidad de la firma de acuerdos.

2. Dentro del modelo vigente de enseñanza, los profesores de reli-
gión son personal laboral de la Administración pública que es la 
empleadora. Pero la Iglesia católica debe dar el visto bueno a esa 
contratación, exigiéndose como requisito la obtención por el futu-
ro profesor de la DEA, así como que cuente con propuesta del 
Obispado, para el curso académico correspondiente, lo que dis-
torsiona la contratación pública desde el principio de laicidad.

no si la retirada de la habilitación fue conforme a derecho. La sala considera que la admi-
nistración educativa, al amparo del RD 696/2007 únicamente puede controlar determina-
das cuestiones –si la decisión procede de órgano competente y a excluir vulneración de 
derechos fundamentales– pero no puede entrar a valorar la corrección de la decisión de 
la correspondiente confesión religiosa. Por tanto, comprobado que no hubo desviación 
de la actuación del obispado se estima que concurre la causa de extinción prevista en 
aquella norma, por lo que no sería un despido y sí causa extintiva por revocación de la 
idoneidad para impartir clases de religión».

http://file://nasm2/winvol/Docs/yvf1/Downloads/2023-0642/Originales/javascript:Redirection('LE0000246344_Vigente.HTML')
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3. El TC en sus pronunciamientos muestra diferentes posturas doctri-
nales, en los años 2007, 2011, 2014. Lo que parecía un avance hacia 
la protección de los derechos fundamentales del profesor de reli-
gión en 2011, sufre un nuevo retroceso en 2014.

4. El TS se muestra en el periodo 2007-2022 a favor de los derechos 
fundamentales de los trabajadores frente a consideraciones de ín-
dole religiosa y, destacamos la importancia de la STS 799/2021 que 
es clara y rotunda en el sentido del predominio de tales derechos.

5. En el año 2021, la STS 799/2021, Sala Cuarta, Social, de 20 de julio 
modifica la tradicional forma de entender la prevalencia de ciertos 
derechos fundamentales y, no en cambio de otros, en el ámbito 
laboral.

6. Actualmente coexisten la catequesis en el ámbito confesional y la 
enseñanza religiosa impartida por la Administración educativa, con 
la presencia de la Iglesia católica que elige a quien puede ser o no 
contratado por la Administración pública, clara anomalía en un Es-
tado laico.

7. La relación laboral entre los profesores de religión no funcionarios, 
cuenta con la protección del ET, así como con los criterios objetivos 
de igualdad, mérito y capacidad para acceder al puesto de trabajo, 
así como la remoción ajustada a derecho.

8. Entendemos que el modelo que puede conjugar los derechos de 
las partes en juego, respetando la laicidad del Estado (art. 16.3 CE) 
y, el derecho de los padres e hijos a elegir el tipo de educación 
(art. 27.3 CE), sería la enseñanza en la escuela y no por la escuela. 
Por ello, es necesario revisar el encaje constitucional de la ense-
ñanza religiosa en el actual sistema educativo, de modo que, frente 
al actual modelo de enseñanza por la escuela se pueda pasar a un 
modelo de enseñanza en la escuela, lo que tendría consecuencias 
jurídicas sobre el régimen jurídico de los profesores.

9. De optarse por el modelo de enseñanza en la escuela, los profeso-
res de religión deberían ser empleados de la Iglesia católica, que 
sería el empleador. Por tanto, la Administración pública, en virtud 
del principio de cooperación (art. 16.3 CE), tan solo cedería sus lo-
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cales. Y, estaríamos ante una relación laboral entre particulares, 
profesor de religión –trabajador– e Iglesia católica –empleador–, a 
la que sería aplicable la doctrina de la eficacia horizontal de los 
derechos fundamentales. Los derechos fundamentales de los tra-
bajadores quedan protegidos, tanto si la relación laboral es entre 
profesor y Administración pública, lo que constituye la eficacia ver-
tical de los derechos fundamentales –doctrina originaria-; como si, 
la relación es entre el profesor y la Iglesia católica como empleado-
ra, pues ya está admitida la eficacia horizontal de los derechos fun-
damentales entre particulares.

10. Un hipotético modelo de la enseñanza religiosa fuera de la escue-
la, quedando exclusivamente en el ámbito propio de la confesión 
religiosa que, impartiría la catequesis, entendemos que no es posi-
ble por la redacción del artículo 27.3 CE, que la incluye en la escue-
la, pero que en ningún caso exige que se imparta por la escuela. 
Para ello, sería necesario modificar la CE.


